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CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

 

Voto Parcialmente Disidente del Juez Alberto Pérez Pérez. 
 

1. Estoy totalmente de acuerdo con las partes fundamentales de la Sentencia 

por la cual se acepta el reconocimiento parcial de responsabilidad internacional 

efectuado por el Estado y se determina que el Estado violó, en perjuicio del 

Senador Manuel Cepeda Vargas, los derechos a la vida e integridad personal, a la 

protección de la honra y la dignidad, la libertad de pensamiento y expresión, la 

libertad de asociación y los derechos políticos; en perjuicio del Senador Manuel 

Cepeda Vargas y sus familiares, los derechos a las garantías judiciales y la 

protección judicial y, en perjuicio de Iván Cepeda Castro, María Cepeda Castro, 

Olga Navia Soto, Claudia Girón Ortiz, María Estella Cepeda Vargas, Ruth Cepeda 

Vargas, Gloria María Cepeda Vargas, Álvaro Cepeda Vargas y Cecilia Cepeda 

Vargas, los derechos a la integridad personal y a la protección de la honra y de la 

dignidad y los derechos de circulación y de residencia, en sus respectivas 

circunstancias. 

2. Considero particularmente importante la reafirmación de que incumbe a la 

Corte “conocer los hechos traídos a su conocimiento y calificarlos en el ejercicio de 

su competencia contenciosa, según la prueba presentada por las partes” y, en 

“casos de violaciones graves a los derechos humanos”, tener “en cuenta, en el 

análisis de fondo, que tales violaciones pueden también ser caracterizadas o 

calificadas como crímenes contra la humanidad, por haber sido cometidas en 

contextos de ataques masivos y sistemáticos o generalizados hacia algún sector de 

la población, a efectos de explicitar de manera clara los alcances de la 

responsabilidad estatal bajo la Convención en el caso específico y las 

consecuencias jurídicas” pertinentes. De tal modo, se interpreta a la Convención 
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“por la vía de la convergencia con otras normas del derecho internacional, 

particularmente en lo relacionado con la prohibición de crímenes contra la 

humanidad, que tiene carácter jus cogens”, sin que ello implique “determinar 

responsabilidades individuales, cuya definición compete a los tribunales penales 

internos o internacionales” (párrs. 41 y 42). 

3. Estoy también de acuerdo con la casi totalidad de las medidas dispuestas en 

la Sentencia en relación con las violaciones comprobadas. 

4. Disiento exclusivamente en lo tocante a la determinación de la mayoría de 

la Corte en virtud de la cual no se otorga en concepto de indemnización por lucro 

cesante o pérdida de ingresos ninguna suma adicional a las que el Estado de 

Colombia otorgó exclusivamente a la señora Olga Navia Soto (compañera del 

Senador Manuel Cepeda Vargas al momento de su muerte) y, en consecuencia, se 

priva de toda indemnización por tal concepto a todas las demás personas 

consideradas “parte lesionada”, es decir, “Iván Cepeda Castro, María Cepeda 

Castro, […] Claudia Girón Ortiz, María Estella Cepeda Vargas, Ruth Cepeda Vargas, 

Gloria María Cepeda Vargas, Álvaro Cepeda Vargas y Cecilia Cepeda Vargas 

(fallecida)” (párr. 212, en el que, sin embargo, se expresa que “[t]odos ellos serán 

beneficiarios de las reparaciones que ordene esta Corte”). 

5. Dicha determinación surge de lo expresado en el párrafo 246 de la 

Sentencia, cuyo texto es el siguiente: 

La Corte considera que de existir mecanismos nacionales para 

determinar formas de reparación, esos procedimientos y resultados 

pueden ser valorados (supra párr. 139). Si esos mecanismos no 

satisfacen criterios de objetividad, razonabilidad y efectividad para 

reparar adecuadamente las violaciones de derechos reconocidos en 

la Convención declaradas por este Tribunal, corresponde a éste, en 
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ejercicio de su competencia subsidiaria y complementaria, disponer 

las reparaciones pertinentes. En este sentido, ha sido establecido que 

los familiares del Senador Cepeda Vargas tuvieron acceso a los 

tribunales contencioso administrativos, los que determinaron una 

indemnización por pérdida de ingresos con criterios objetivos y 

razonables. En consecuencia, la Corte valora positivamente lo 

actuado por los tribunales internos en este caso1 y estima que lo 

fijado en esas instancias es razonable en los términos de su 

jurisprudencia.  

6. Lejos de ser una indemnización razonable en los términos indicados, esa 

determinación constituye un injustificado apartamiento de la jurisprudencia de la 

Corte, expresada, por ejemplo, en la Sentencia dictada en el Caso de la Masacre 

de La Rochela2, con las palabras siguientes: 

245. En el presente caso, la Corte observa que el Estado ha 

concedido en los procesos contencioso administrativos, según los 

criterios establecidos en su jurisdicción interna, montos de 

indemnización por concepto de “lucro cesante” a favor de doce hijos 

y siete cónyuges o compañeras3 de ocho de las víctimas fallecidas 

                                                 
1   [Nota de pie de página 334 en el texto de la Sentencia] Cfr. Caso de la Masacre de La 
Rochela, supra nota 16, párr. 245. 
 
2   Caso de la Masacre de La Rochela vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
11 de mayo de 2007. Serie C No. 163, párrs. 245 a 250. En la transcripción del párrafo 248 se ha omitido el 
detalle de las indemnizaciones fijadas. 
 
3   [Nota de pie de página 243 en el texto de la Sentencia en el Caso de la Masacre de La 
Rochela] Los hijos y cónyuges o compañeras de las víctimas fallecidas que recibieron indemnización por 
concepto de lucro cesante fueron: Nicolás Gutiérrez Morales y Sergio Andrés Gutiérrez Morales, hijos de 
Mariela Morales Caro; Esperanza Uribe Mantilla, esposa, y Pablo Andrés Beltrán Uribe y Alejandra Maria Beltrán 
Uribe, hijos de Pablo Antonio Beltrán Palomino; Hilda María Castellanos, esposa de Virgilio Hernández Serrano; 
Paola Martínez Ortiz, compañera, y Daniel Ricardo Hernández Martínez y Julián Roberto Hernández Martínez, 
hijos de Luis Orlando Hernández Muñoz; Luz Nelly Carvajal Londoño, esposa, y Angie Catalina Monroy 
Carvajal, hija de Yul Germán Monroy Ramírez; Mariela Rosas Lozano, esposa, y Marlon Andrés Vesga Rosas, 
hijo de Gabriel Enrique Vesga Fonseca; Blanca Herrera Suárez, compañera, y Germán Vargas Herrera y Erika 
Vargas Herrera, hijos de Samuel Vargas Páez; y Luz Marina Poveda León, esposa, y Sandra Paola Morales 
Póveda y Cindy Vanesa Morales Póveda, hijas de César Augusto Morales Cepeda. 
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(supra párr. 239). El Tribunal reconoce los esfuerzos efectuados por 

Colombia en cuanto a su deber de reparar y los valora positivamente. 

246. Sin embargo, la Corte nota que la forma de calcular y distribuir 

la indemnización por pérdida de ingresos en dichos procesos a nivel 

interno es diferente a la forma como lo hace este Tribunal. Esta 

Corte considera que la indemnización por concepto de pérdida de 

ingresos comprende los ingresos que habría percibido la víctima 

fallecida durante su vida probable.  Ese monto, por lo tanto, se 

incorpora al patrimonio de la víctima fallecida, pero se entrega a sus 

familiares. Por estas razones, la Corte determinará los montos 

propios que estime pertinente disponer.  

247. Además, la Corte ha constatado que los familiares de las 

víctimas fallecidas Carlos Fernando Castillo Zapata, Benhur Iván 

Guasca Castro y Orlando Morales Cárdenas, acudieron al 

procedimiento contencioso administrativo, pero no recibieron 

indemnización por concepto de pérdida de ingresos, y los familiares 

de Arnulfo Mejía Duarte no recurrieron a dicho  procedimiento.  Al 

respecto, y conforme a su jurisprudencia, la Corte entiende que 

corresponde ordenar una indemnización por dichos conceptos a favor 

de cada una de las cuatro mencionadas víctimas fallecidas. 

248. Como lo ha hecho en otros casos4, el Tribunal fija, en equidad, 

las siguientes  indemnizaciones por concepto de pérdida de ingresos 

a las doce víctimas fallecidas. Al hacerlo, la Corte toma en cuenta 

tanto aspectos tales como las funciones que desempeñaban y sus 
                                                                                                                                                     
 
4  [Nota de pie de página 244 en el texto de la Sentencia en el Caso de la Masacre de La Rochela] Cfr. 
Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 15, párr. 373; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 
12, párr. 248; y Caso Blanco Romero y otros, supra nota 119, párr. 80. 
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correspondientes remuneraciones, sus edades y la expectativa de 

vida que tenían, como el hecho de que fueron otorgadas algunas 

indemnizaciones a nivel interno (supra párr. 245): […] 

249. Las indemnizaciones fijadas en el párrafo precedente deberán 

ser distribuidas entre los familiares de las víctimas fallecidas, de 

conformidad con lo dispuesto en el párrafo 237 del presente Fallo. El 

Estado deberá realizar tales pagos dentro del plazo de un año, 

contado a partir de la notificación de la presente Sentencia. 

250. Asimismo, al momento de la liquidación de las reparaciones 

ordenadas por esta Corte en el párrafo 248, el Estado podrá 

descontar a cada familiar la cantidad que le haya otorgado a nivel 

interno en los procesos contencioso administrativos por concepto de 

lucro cesante.  En caso de que las indemnizaciones otorgadas en 

esos procesos internos sean mayores que las ordenadas por este 

Tribunal en la presente Sentencia, el Estado no podrá solicitar la 

devolución de dicha diferencia a las referidas víctimas5. 

7. La determinación de la mayoría de la Corte con la que disiento implica 

también un apartamiento de uno de los aspectos más fundamentales de su 

jurisprudencia, establecido desde la primera Sentencia sobre indemnizaciones, en 

el caso Velásquez Rodríguez6: 

28. La indemnización por violación de los derechos humanos 

encuentra fundamento en instrumentos internacionales de carácter 

universal y regional.  El Comité de Derechos Humanos, creado por el 

                                                 
5  [Nota de pie de página 245 en el texto de la Sentencia en el Caso de la Masacre de La Rochela] Cfr. 
Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 15, párr. 376. 
 
6   Caso Velásquez Rodríguez vs. Honduras. Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de julio de 
1989. Serie C No. 7, párrs. 28 a 31. 
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Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones 

Unidas, ha acordado repetidamente, con base en el Protocolo 

Facultativo, el pago de indemnizaciones por violaciones de derechos 

humanos reconocidos en el Pacto (véanse por ejemplo las 

comunicaciones 4/1977; 6/1977; 11/1977; 132/1982; 138/1983; 

147/1983; 161/1983; 188/1984; 194/1985; etc., Informes del Comité 

de Derechos Humanos, Naciones Unidas). Lo propio ha hecho la 

Corte Europea de Derechos Humanos con base en el artículo 50 de la 

Convención para la Protección de los Derechos Humanos y de las 

Libertades Fundamentales. 

29. El artículo 63.1 de la Convención Americana establece: 

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o 

libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que 

se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad 

conculcados.  Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, 

que se reparen las consecuencias de la medida o situación que 

ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de 

una justa indemnización a la parte lesionada. 

30. Ninguna parte de este artículo hace mención ni condiciona las 

disposiciones de la Corte a la eficacia de los instrumentos de 

reparación existentes en el derecho interno del Estado Parte 

responsable de la infracción, de manera que aquélla no se establece 

en función de los defectos, imperfecciones o insuficiencias del 

derecho nacional, sino con independencia del mismo. 
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31. Esto implica que la Corte, para fijar la indemnización 

correspondiente, debe fundarse en la Convención Americana y en los 

principios de Derecho internacional aplicables a la materia. 

8. Es innegable que en lo tocante a “la forma de calcular y distribuir la 

indemnización por pérdida de ingresos” (Caso de la Masacre de La Rochela, párr. 

246) hay una clara diferencia entre el criterio utilizado por el Estado de Colombia, 

consistente en considerar únicamente “la cantidad de dinero que dejaron de 

percibir de la víctima aquellas personas que dependían económicamente de ella” 

(párr. 245 de la Sentencia), y el criterio empleado por la Corte, que “considera que 

la indemnización por concepto de pérdida de ingresos comprende los ingresos que 

habría percibido la víctima fallecida durante su vida probable” y que tal “monto, 

por lo tanto, se incorpora al patrimonio de la víctima fallecida, pero se entrega a 

sus familiares”, por lo cual “la Corte determinará los montos propios que estime 

pertinente disponer” (Caso de la Masacre de La Rochela, párr. 246). 

9. Estimo, asimismo, incorrecto el razonamiento de la mayoría de la Corte 

cuando pasa de la premisa de que cuando existen “mecanismos nacionales para 

determinar formas de reparación” ellos “pueden ser valorados” a afirmar que “ha 

sido establecido que […] los tribunales contencioso administrativos […] 

determinaron una indemnización por pérdida de ingresos con criterios objetivos y 

razonables”, y finalmente a concluir que “la Corte valora positivamente lo actuado 

por los tribunales internos en este caso7 y estima que lo fijado en esas instancias 

es razonable en los términos de su jurisprudencia”. Hay allí una clara petición de 

principio, porque precisamente lo que debía determinarse mediante una 

argumentación convincente y fundada en las pruebas era que los criterios 

empleados por la justicia administrativa colombiana habían sido efectivamente 

“objetivos y razonables”, y que “lo fijado en esas instancias” era “razonable en los 
                                                 
 7   [Nota de pie de página 334 en el texto de la sentencia] Cfr. Caso de la Masacre de 
La Rochela, supra nota 16, párr. 245. 
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términos de [la] jurisprudencia” de la Corte, de modo que pudieran ser valorados 

“positivamente” no sólo para reconocer “los esfuerzos efectuados por Colombia” 

(como en el Caso de la Masacre de La Rochela, párr. 245), sino para tratarlos 

como determinantes y definitivos. 

10. Con el razonamiento de la mayoría de la Corte, se ha invertido 

indebidamente el correcto razonamiento expuesto en el caso Velásquez Rodríguez 

(párrs. 30 a 31) pues, al aceptar acríticamente la decisión interna sobre “la forma 

de calcular y distribuir la indemnización por pérdida de ingresos”, está de hecho 

“condiciona[ndo] las disposiciones de la Corte a la eficacia de los instrumentos de 

reparación existentes en el derecho interno del Estado Parte responsable de la 

infracción” y haciendo que la determinación de la indemnización por lucro cesante 

o pérdida de ingresos “se estable[zca] en función de los defectos, imperfecciones o 

insuficiencias del derecho nacional”, en lugar de fijarla “con independencia del 

mismo” y fundándose “en la Convención Americana y en los principios de Derecho 

internacional aplicables a la materia”. 

 

 

 

Alberto Pérez Pérez 

                                                                                                           Juez  
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Pablo Saavedra Alessandri 

          Secretario 


